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Y TRABAJADORES DEL COLEGIO GABRIELA MISTRAL 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 5 de enero de 2016 


(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Óscar Andrade, Presidente. 

MIEMBROS: Señores Representantes Fernando Amado, Wilson Ezquerra, Daniel Placeres y Luis 
Puig. 

INVITADOS: Por el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Enseñanza Privada (SINTEP), señora 


Liliana Gilardoni, Secretaria General, y señor Sergio Sommaruga, Secretario de 
Asuntos Laborales, y profesores del Colegio Gabriela Mistral, señora Gabriela Rivero 
y señores Pablo Abisab y Sebastián Moyano. 


SECRETARIO: Señor Francisco J. Ortiz. 


PROSECRETARIA: Señora Lylián Carballo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Óscar Andrade).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el gusto de recibir al Sindicato Nacional de Trabajadores de la Enseñanza Privada y a los 
trabajadores del Colegio Gabriela Mistral, representados por la Secretaria General, señora Liliana Gilardoni; 
el Secretario de Asuntos Laborales, profesor Sergio Sommaruga; la profesora Gabriela Rivero, y los 
profesores Pablo Abisab y Sebastián Moyano. 


La reunión del día de hoy tiene que ver con la situación del Colegio Gabriela Mistral y con los problemas que 
está atravesando el Sintep, en particular, por los más de doscientos puestos de trabajo que están en riesgo en 
el Colegio José Pedro Varela. 


SEÑOR MOYANO (Sebastián).- Antes que nada, queremos agradecerles por habernos recibido. 


Como sabrán, estamos atravesando por situaciones complicadas en la educación privada, particularmente en 
el Colegio Gabriela Mistral, donde una compañera fue enviada al seguro de paro. Queríamos ponerlos al 
tanto de la situación, porque en el momento en que fue fijada la reunión estaban cerradas todas las puertas de 


negociación y de posibles salidas. Hoy, por suerte, a través de varios llamados y de la ocupación se logró una 
nueva instancia tripartita con el Consejo de Administración del Colegio y con el Director Nacional de 
Trabajo, señor Juan Castillo. 


Vamos a hacer un breve raconto de cómo se desarrollaron los hechos que nos llevaron a una ocupación del 
centro de enseñanza que duró diez días. Generalmente, la ocupación en la educación privada es algo raro, y 
por eso llamó tanto la atención. Pero, nosotros no dudamos en tomar la medida luego de cuatro meses de 
negociaciones infructuosas. 


En setiembre, se le comunica a la única compañera trabajadora del sector limpieza, la más antigua del sector 
y afiliada al sindicato, que sería enviada al seguro de paro. El colegio tenía alquilada una cuarta propiedad 
que consideró ociosa, y decide enviar a la trabajadora al seguro de paro. Ante este hecho, inmediatamente, 
pedimos una instancia bipartita, en la que se pretendía, por un lado, indagar sobre las razones por las cuales 
se había seleccionado a esta trabajadora y, por otro, las razones que llevaban la empresa a prescindir de un 
funcionario más del sector limpieza. 


En esa instancia bipartita se argumenta que sobraría personal de limpieza porque una propiedad menos estaría 
en manos del colegio. Nos extrañó porque esa propiedad no era cubierta por esta trabajadora, sino por otra 
persona, que además tenía cuatro horas de función, mientras que nuestra compañera afectada tenía ocho 
horas. 


En la siguiente instancia bipartita, ya con la presencia del profesor Sergio Sommaruga, la empresa se 
mantuvo en la misma posición, argumentando que sobraba personal de limpieza. 


Nosotros desde el principio preguntamos tanto a la trabajadora como a la empresa si hubo algún argumento 
referido a un mal desempeño de su función por el cual fuera seleccionada. Lo primero que hicimos fue 
ponernos en contacto con la trabajadora para ver si había tenido algún tipo de sanción, problema u 
observación, que está previsto en el reglamento interno de la empresa. Nosotros queríamos tener todos los 
elementos de juicio para saber qué es lo que estábamos defendiendo, es decir, si estábamos defendiendo a un 
trabajador solamente por el mero hecho de estar sindicalizado o estábamos defendiendo a un buen trabajador. 
Nunca apareció ningún tipo de observaciones ni sanciones previas de esta trabajadora. Hubiera sido muy fácil 
para nosotros resolver esta situación si en la primera reunión se nos hubiera planteado algún mal 
comportamiento o mala conducta. 


Pasamos a instancias tripartitas en la Dinatra dado que eran infructuosas estas negociaciones a nivel bipartito. 
En las instancias tripartitas se manejaron variados argumentos por los cuales se enviaba a esta trabajadora al 
seguro de paro. Se volvió a mencionar la entrega de este edificio, argumentando que seguía sobrando 
personal de servicio. Nosotros demostramos que eso no era así. De los seis empleados de limpieza que hay en 
el colegio, había una trabajadora con contrato a término para fin de año; una trabajadora con licencia médica; 
una trabajadora con un avanzado trámite jubilatorio. Entonces, de los seis empleados, quedarían tres, y si se 
enviaba al seguro de paro a esta trabajadora, quedarían dos empleados de limpieza para cubrir un edificio, 
que no es de los más grandes de Montevideo en cuanto a su estructura y superficie, pero es considerable. Es 
un edificio que tiene tres pisos, que va desde la calle Ámsterdam hasta Colombes, con un patio bastante 
grande; además, cuenta con un anexo para educación inicial y con un gimnasio. Sería imposible que se 
mantuvieran las condiciones mínimas de higiene en un centro educativo con dos empleadas, que sería lo que 
quedaría en caso de concretarse el despido de esta trabajadora. 


Cuando este argumento fue rebatido en la instancia tripartita, con presencia de los negociadores del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, se habló de un mal desempeño de la trabajadora. Por primera vez 
en una instancia tripartita se habló de un mal desempeño de la trabajadora. Entonces, nosotros pedimos 
pruebas: informes negativos, sanciones, llegadas tarde, es decir, el cumplimiento de todos los pasos previos 
previstos en el reglamento interno de la empresa. Nada apareció. No apareció ningún informe negativo. No 
apareció ninguna sanción previa. No aparecieron recibos de sueldo donde constaran llegadas tarde o faltas. 
Ni siquiera apareció una planilla que se llena semanalmente por el encargado del sector para supervisar las 
tareas que cumple cada uno de los trabajadores. Esas planillas se llenan semanalmente y no apareció nada 
donde constara que esta trabajadora hubiera faltado a algunos de sus deberes. 


Cuando este aspecto es rebatido frente a la negociadora del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, aparece 
un argumento nuevo como la baja de matrícula para el próximo año. La baja de matrícula es un argumento 


que se utiliza en toda la enseñanza privada para tomar este tipo de decisiones. El problema es que nosotros no 
podemos corroborar que esa baja de matrícula sea cierta. Creemos en los números que nos da la empresa y, 
con ellos, hacemos un breve y sencillo análisis. El colegio tenía alrededor de doscientos noventa alumnos en 
2015 y, al 1” de diciembre de 2015, tenía reinscritos para 2016 a doscientos treinta y un alumnos. Eso 
implicaría unos sesenta alumnos menos, pero al 1* de diciembre; faltaría por cubrir todo el período de 
inscripción de diciembre, enero y febrero. En secundaria, generalmente, los pases se otorgan a fines de 
febrero porque la reglamentación indica que los estudiantes tienen que rendir examen en el colegio que 
estaban para luego pasar a otro en el caso de que lo decidan. Por lo tanto, sesenta alumnos menos al 1* de 
diciembre no nos parecía nada alarmante y, mucho menos, argumento de recibo como para tomar esta 
decisión. 


De todos modos, en la instancia tripartita se pregunta -a solicitud del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social- cuál sería el número de alumnos mínimos que ellos requerirían para que esta trabajadora no fuese 
despedida y se reclama que para una próxima reunión trajeran un número. ¿Se necesita la misma cantidad de 
alumnos que en 2015? ¿280 alcanzaban? ¿3157 ¿Cuántos alumnos necesita la empresa para garantizar el 
puesto laboral? Luego, se pasa a una siguiente reunión en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, pero la 
empresa jamás presenta los números. Allí, empezamos a ver que la empresa no tenía un argumento claro y 
que su objetivo iba a ser despedir a la trabajadora. Se entró en una lógica que nosotros nunca quisimos -pero 
que debemos darla como un hecho- de no querer perder el conflicto. Ya no era un tema de argumentación -se 
habían manejado tres argumentos distintos- sino de no querer perder el conflicto con los trabajadores. Perder 
el conflicto significaba restituir a la trabajadora. 


Finalmente, se presenta un cuarto argumento que implica el problema financiero de la empresa. Se dice que 
el colegio tiene problemas financieros y que no puede mantener o restituir a la trabajadora. Sin embargo, ese 
argumento cae por su propio peso cuando aparece el recibo de sueldo arriba de la mesa del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. Un sueldo que ronda los $ 17.000 no puede resolver el problema financiero a 
ninguna empresa. 


Luego de la última reunión de negociación -a instancias del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social- se 
firma un acta de preacuerdo que implica correr la discusión para el mes de febrero. Entonces, vencido el 
seguro de paro el 12 de enero, la trabajadora debía tomar su licencia reglamentaria para llegar a mediados de 
febrero. En ese momento se iba a rediscutir su incorporación. Esa acta de preacuerdo no fue ratificada por la 
empresa a las veinticuatro horas de firmada. Eso nos llevó a tomar la decisión de ocupar el centro de estudios 
el lunes siguiente. 


Desde un principio pensamos que al ocupar el centro de estudios se abriría una nueva instancia de 
negociación para poner nuevamente los argumentos arriba de la mesa, de manera de ver qué se escondía 
detrás de esa decisión; eso no sucedió. Pasamos diez días en el colegio -incluyendo Noche Buena y Navidad- 
ocupando las instalaciones, pero no se abrió ninguna instancia de negociación. Eso desencadenó que 
solicitáramos una reunión tripartita en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y que hoy estemos acá. 


SEÑORA GILARDONI (Liliana).- Queremos agradecer que nos hayan recibido porque, 
desgraciadamente, concurrimos en forma habitual a esta Comisión. 


La última vez que vinimos, cuando planteamos lo relativo al Programa Nuestros Niños, comentamos que 
estábamos en ronda de negociación en el Consejo de Salarios, que debería haber terminado en diciembre. El 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social presentó una prórroga y la negociación continuará en febrero, 
obviamente, porque negociar en la educación privada en enero es imposible, tanto por parte de los 
trabajadores -si no es el cien por ciento, la gran mayoría toma su licencia-, como también por parte de 
quienes negocian con nosotros, porque se toman sus vacaciones en estas fechas. 


La negociación está trancada, especialmente por parte del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y del 
señor ministro Murro. Eso nos llevó a empezar a negociar en setiembre. Nosotros teníamos aumentos 
semestrales, con los sueldos en julio, pero esto llevó a que muchos trabajadores, al día de hoy, no hayamos 
cobrado un peso del aumento de julio ni vayamos a cobrar el aumento de enero. 


Las cámaras plantearon la sugerencia de que se diera a cuenta un 3%, pero nosotros no tenemos una gran 
afiliación por parte de las instituciones -estoy hablando de todo Sintep, no solo de colegios- en las cámaras, y 


sabiendo que, en realidad, la empresa tiene la potestad de no dar el aumento hasta que se acuerda y se 
publica, somos muchos los trabajadores a los que, a esta altura, ya se nos pasó por arriba el aumento de julio 
y se nos pasará por arriba el aumento de enero. Inclusive, no sabemos si arrancaremos de nuevo a negociar en 
enero, con todo lo que teníamos en un preacuerdo con las cámaras a diciembre, porque con la negativa del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, no sabemos con qué nos vamos a encontrar, porque nos da la 
impresión de que tendremos que empezar a negociar de nuevo, desde cero. 


Tenemos varios colegios con problemas, grandes y chicos. Diciembre es un mes de mucho problema para la 
enseñanza privada: es la zafra de despidos. Pero este año nos encontramos con que, más allá de esos despidos 
puntuales que solemos tener en muchas instituciones, tenemos problemas graves en dos lugares importantes, 
como el Crandon y el Varela. 


El Crandon tiene un tema de reestructura de un programa de informática que implicará la reducción de horas 
de siete u ocho docentes más tres despidos. 


En el caso del José Pedro Varela -nos enteramos formalmente del tema el día 30 de diciembre; por lo que, 
según cómo se vayan desencadenando los hechos, quizás nos volvamos a ver aquí-, realmente es un tema 
gravísimo, que implica el seguro de paro de más de cuatrocientos trabajadores, en principio, por los meses de 
enero y febrero. La empresa plantea una rebaja salarial de un 30% para los compañeros y, además, comunica 
formalmente la situación el día 29 de diciembre. Si se pretende negociar de forma seria y si es verdad que los 
problemas económicos son tan graves como para tener que mandar a toda la plantilla de trabajadores al 
seguro de paro y plantear una rebaja salarial de ese tipo, no es algo que se pueda resolver en un día. No te 
pueden informar a última hora del día 29 de diciembre, cuando tú deberías sentarte, para negociar de buena 
fe, con los libros a la vista y poder hacer un estudio económico de esa situación, a los efectos de buscar una 
salida entre todos, porque ¿a quiénes más que al sindicato y a los trabajadores nos interesa encontrar una 
salida al tema, por la fuente de trabajo de todos y por lo que implica la situación que está viviendo un colegio 
como el José Pedro Varela? Entonces, en realidad, dejaron al sindicato sin margen de negociación, 
pretendiendo que en una asamblea, el día 30 de diciembre, se tomara una resolución, cuando no teníamos 
datos sobre la mesa como para poder analizar el tema. En eso estamos. 


Hoy tenemos una reunión con el Director Castillo, por el tema del Colegio Gabriela Mistral. El jueves 
tendremos una reunión en la Dinatra por el Colegio José Pedro Varela y supongo que ahí también 
plantearemos al Director Castillo la situación. 


Por otro lado, tenemos una buena noticia para comunicarles. Como recordarán los señores diputados, hace un 
tiempo vinimos a plantear la creación del día del trabajador de la enseñanza privada. Para alegría nuestra, en 
ese momento recibimos el apoyo de todos los partidos políticos y de todos los legisladores presentes. El señor 
diputado Groba nos llamó para comentarnos que el Ministerio de Educación y Cultura avala y apoya la 
creación de este día y que el asunto será presentado en la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación 
General y Administración para ser sancionado en un plazo breve. Entonces, esperamos que al 15 de junio los 
trabajadores de la enseñanza privada tengamos nuestro día. 


SEÑOR ABISAB (Pablo).- Soy profesor del Colegio Gabriela Mistral. 


Quiero agradecer que nos hayan recibido y puntualizar algunos aspectos desarrollados por el compañero 
Moyano. 


Dada la dimensión del conflicto que tendrán los cuatrocientos cincuenta trabajadores del Colegio José Pedro 
Varela, parecería que un despido es algo insignificante. Desde el principio, tuvimos la precaución de plantear 
este tema a las autoridades del colegio teniendo en cuenta que esta era la única compañera afiliada al 
sindicato. 


Brevemente, voy a hacer un poco de historia. Somos un núcleo de trabajadores que ha venido teniendo 
instancias de negociación con este consejo de administración desde hace mucho tiempo. Es más: nos 
reuníamos mes a mes y, de alguna manera, teníamos acordado que cualquier cambio dentro de lo que fuera la 
situación laboral de algunos de nuestros compañeros, sería comunicado. Nos enteramos por la compañera, un 
viernes por la tarde, de este envío al seguro de paro. Le dijeron: “El lunes no vengas a trabajar y andá al 
Banco de Previsión Social”. Nos comunicamos inmediatamente con la administradora del colegio e 


intentamos ver qué pasaba, porque en el mes de setiembre se manda al seguro de paro a una trabajadora en un 
sector en el que entendíamos que era necesario que estuviera trabajando, por lo que buscamos saber los 
motivos. 


Desde el principio hubo una respuesta: “Esta es una decisión tomada y con ustedes no tenemos nada que 
hablar”. Esto nos llamó la atención, porque evidenció un cambio de relacionamiento entre el consejo de 
administración y el núcleo de trabajadores que, hasta el momento, había sido de entendimiento y de diálogo, 
más allá -obviamente- de las diferencias de intereses y de lo que nosotros representamos y tenemos que 
defender y lo que representa la otra parte. Nos reuníamos comisiones bipartitas, mes a mes, y no hacía más de 
diez días que habíamos tenido la última reunión con el consejo de administración. 


Consideramos que, de alguna manera, esto es un cambio de relacionamiento con el núcleo de trabajadores y, 
por eso, lo englobamos dentro de lo que sería un ataque al núcleo de trabajadores sindicalizados, que, de 
alguna manera, cumplen con su trabajo, tienen buenos informes pero, además, hacen cumplir los convenios 
colectivos, en un marco más general. Puede ser que quienes dirigen el colegio, que dicen que es un consejo 
de administración pero que, de alguna manera, se refieren al colegio como “mi empresa”, hayan cambiado 
sustancialmente este relacionamiento. Todo esto nos ubica en una situación en la cual hay un consejo de 
administración que plantea cambios y trata de no cumplir con lo que se firma como marco general o con los 
derechos que los trabajadores hemos ido conquistando, amedrentando -podríamos decir- a algunos 
compañeros. Por eso decimos que este es un ataque al núcleo de trabajadores. 


Por otro lado, en ese momento nos preocupaba particularmente la situación de la compañera, ya que, como 
decía el compañero Moyano, es una trabajadora que en diecisiete años no ha tenido ninguna amonestación. 
Se trata de una compañera jefa de hogar, cuyo único ingreso es el del Colegio Gabriela Mistral, lo que 
también nos sensibiliza. 


En cuanto a los cambios de posición de la empresa acerca de los motivos que llevaron a esta decisión 
podemos decir que todos han sido rebatidos. 


También queremos informar que hubo una resolución del Consejo de Secundaria del día 29 de diciembre, que 
responsabilizó al Colegio Gabriela Mistral porque sus autoridades no comunicaron a ese Consejo la no 
realización de las mesas de examen. Nosotros entendemos que este es un problema sensible en particular para 
las familias -obviamente, también para nosotros como docentes- y para los estudiantes que son los 
perjudicados. 


Cuando fuimos a la Dinatra el 17 de diciembre y salimos con esta acta de entendimiento fue como no haber 
logrado nada, porque simplemente salimos con la disposición a seguir negociando en febrero. Es decir que no 
estábamos asegurando el reintegro de la compañera a su puesto laboral sino que solamente estábamos dando 
una muestra más de que en cuatro meses estuvimos negociando. 


En algún momento dijimos que el conflicto había sido testimonial porque hasta esa oportunidad nosotros solo 
habíamos realizado un paro el día 30 de setiembre, buscando la negociación. ¿Cómo contestó la empresa el 
21 de diciembre, cuando ocupamos las instalaciones del colegio, lo que ellos sabían desde el día 17 porque 
había quedado claro en la Dinatra? Con el telegrama colacionado de despido a la compañera, adelantándolo 
del 14 de enero al 21 de diciembre; no levantaron ningún teléfono para proponer que volviéramos a sentarnos 
a negociar. 


SEÑOR PUIG (Luis).- Saludo a la delegación del Sintep. 


La secretaria general, Liliana Gilardoni, decía que se ha vuelto habitual que el sindicato participe en esta 
Comisión, lo que creo que es consecuencia de una actitud clara de la organización sindical en cuanto a la 
defensa de los derechos de los trabajadores en los diferentes ámbitos en los cuales les toca negociar. 


Hace pocas semanas, nos informaron de la situación que se estaba dando con el programa Nuestros niños de 
la Intendencia de Montevideo. En esa ocasión hicieron propuestas que elevaron a la intendencia y, 
posteriormente, tanto el sindicato como la intendencia nos comunicaron que se había avanzado. Reitero que 
esta concurrencia a la comisión de manera frecuente es consecuencia de una actitud clara por parte del 
sindicato en cuanto a la defensa de los derechos de los trabajadores. 


Yo creo que hace bien el sindicato cuando plantea que defender un puesto de trabajo es realmente importante 
y cumple con los objetivos de una organización sindical, especialmente, cuando las empresas parecen querer 
enmascarar o resolver problemáticas económicas o financieras con la eliminación de un salario en el área 
limpieza. Esa situación parece poco creíble y, en todo caso, habría que buscar la verdadera razón en el hecho 
de que la trabajadora es afiliada a la organización sindical. La respuesta de la empresa no es nueva ni 
original. En general, hay empresas en este país que se plantean dar un escarmiento a los trabajadores que 
optan por afiliarse al sindicato y de esa manera dan un mensaje: “No te afilies al sindicato porque peligra tu 
puesto de trabajo”. Por tanto, es menester de la organización sindical pero también de los ámbitos del Estado, 
de esta Comisión de Legislación del Trabajo y del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, velar por que se 
respeten los derechos de los trabajadores, ya sea que se trate de uno o de cuatrocientos, como en el caso de la 
denuncia del colegio Varela que se está planteando. 


Resulta claro que se siguieron los pasos adecuados por parte de la organización sindical antes de la ocupación 
del lugar de trabajo. Recién leía el acta relativa a la inspección y a la no comunicación por parte de la 
institución de la situación que se estaba dando, que también es un elemento a tener en cuenta. Son diferentes 
los organismos del Estado que deben bregar para que se cumpla con las leyes laborales y la protección 
laboral. Por lo tanto, sin sustituir al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social lo que puede hacer esta 
Comisión para contribuir con la generación de ámbitos nos parece fundamental. 


Quiero aclarar que fue convocada la dirección del colegio pero tengo entendido que no va a concurrir por 
razones de agenda. Nosotros creemos que hay que continuar trabajando en este tema y puedo entender que la 
dirección de la empresa tenga muchísimas actividades a principios de enero, aunque una convocatoria a una 
sesión de una comisión del Parlamento debiera motivarlos a hacer un esfuerzo en su apretada agenda para 
poder concurrir y plantear cuál es la situación y por qué adoptan estas resoluciones. 


El otro tema planteado, relativo al envió a seguro de paro de cientos de trabajadores en el colegio Varela, 
también resulta de enorme gravedad, por lo que querría hacer alguna pregunta. Seguramente, la disminución 
salarial del 30% que se propone estará acompañada de una reducción del mismo porcentaje de las cuotas que 
cobra el colegio. A lo mejor se trata de buscar beneficios para quienes mandan a sus hijos a esa institución. 
Con toda seguridad debe ser así, pero quienes nos visitan deben saber más detalles y lo pregunto para tener 
un panorama más global de la situación porque por lógica no creo que se plantee mantener o aumentar las 
elevadas cuotas de un colegio privado y, al mismo tiempo, reducir el salario de los trabajadores. Eso no sería 
entendible y no debe ser así, pero me gustaría que lo aclararan. 


También quiero plantear que con respecto a esa situación estamos dispuestos a generar los mecanismos y las 
reuniones que resulten necesarias. El presidente de la Comisión me planteaba la necesidad de generar los 
mecanismos correspondientes para poder recibir la denuncia concreta de lo que está sucediendo en el colegio 
Varela y hacer todo lo que se pueda desde este ámbito -estoy seguro que con el apoyo de todos los miembros 
de esta Comisión- para encarar este tema que es muy grave, porque se siguen dando experiencias muy claras 
que demuestran que hay sectores empresariales para los cuales el mejor sindicato es el que no existe y la 
actitud del Sintep, seguramente, molesta a algunas empresas de la educación privada. Por tanto, lo que se 
pueda hacer desde esta Comisión, la totalidad de su miembros estamos dispuestos a hacerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Circunstancias como estas reafirman la necesidad de que Uruguay tiene que 
avanzar en la reglamentación del Convenio N” 158 de la OIT y de la Recomendación N” 166, que 
prohíbe el despido sin causas justificadas. Hace ocho o nueve años se intentó hacer un esfuerzo en esa 
dirección, pero no se logró sintetizar. Este es uno de los temas en los que podríamos ayudar en lo que 
respecta al marco jurídico, porque establece un elemento de básico sentido común. En general se 
insiste mucho en que, previo a la toma de medidas por el costado sindical, se agoten las instancias de 
negociación, sobre todo, cuando se toman medidas que pueden afectar, y parece sensato y de sentido 
común que esto fuera recíproco: que previo a la toma de medidas, sobre todo las que más afectan -no 
hay duda que el despido es la más radical que se puede tomar contra un trabajador-, se agoten las 
instancias de negociación. Y que, además, exista una fundamentación razonable, que en este caso de 
lejos parece no existir: una trabajadora que tiene diecisiete años de antigitedad, que es la más antigua 
del sector y que no tiene ninguna sanción previa en su conducta; está difícil para explicar que no había 
otra medida que la de interrumpir la relación laboral, máxime cuando se agregan circunstancias tales 
como que se trata de una jefa de hogar y cuando es la única sindicalizada de todo el sector. Es muy 
difícil en esas circunstancias para una organización sindical no tomar medidas, porque por más que se 


quiera extremar la comprensión acerca de las medidas de la contraparte, cuando se tiene todo este 
menú del otro lado y cuando en medio de la negociación se adelanta la decisión del despido sin previo 
aviso, parece más claro aún que se trata de una situación que tiene un componente político muy fuerte. 


Como Comisión, lo que vamos a tratar de hacer es contribuir a fortalecer las instancias de negociación. 
Obviamente, tendremos que convocar otra sesión extraordinaria por lo del Varela. La fundamentación sobre 
este caso está clara. No vamos a agregar apreciaciones; no se trata de eso el trabajo de la Comisión, sino de 
construir puentes que logren, formal o informalmente, construir condiciones para que no se termine en la 
circunstancia extrema del despido, porque hay alternativas para esto, como seguro de paro rotativo. Si se 
puede fundamentar que el componente es económico, es casi inevitable alguna medida que altere la 
condición normal, pero será, en todo caso, resultado de la negociación; lo primero es tratar de instalarla. 
Ojalá la negociación prospere en el ámbito del Ministerio; si no, la Comisión va a estar en función, porque 
ante el riesgo de cuatrocientos puestos de trabajo en el Varela -sin desmerecer este primer costado que, repito, 
para estas familias el porcentaje de puestos de trabajo que se pierde es el 100%-, no tendríamos otra 
alternativa que tratar de generar ahora -a medida que se acerca el arranque de las clases es todavía más 
complicado- una convocatoria que permita ver qué escenarios se pueden construir. Es obvio que, de cero, 
plantear una rebaja salarial del 30%, además con premura para su resolución, te genera una condición de 
drama; y, al lado de esto, la circunstancia de la pérdida de los puestos de trabajo es otra situación de drama. 
Por lo tanto, parece que sería de utilidad intentar contribuir al trabajo que pueda hacer el Ministerio en 
procura de que no exista este impacto o, en todo caso, de minimizarlo, ante una situación tan compleja; 
además, en medio de la negociación colectiva, que es el tercer componente que colocan los compañeros. 


Remar una retroactividad de tres o cuatro meses es muy complicado; remar una retroactividad de siete meses 
es una tarea casi imposible, en algunos sectores es seguro que no la terminás cobrando. El trabajador que fue 
cesado este fin de año y no se le colocó la retroactividad, después se le hace una tarea imposible cobrarla, 
porque el monto termina no siendo tan significativo -ese 2% o 3% de esos meses- como para hacer un pleito 
laboral, con todo lo que te inhibe, pero además te genera un componente de injusticia extrema. Si está 
acordado reenganchar en febrero, se reenganchará en febrero, pero me parece que hay que tomar nota de que 
tiene que haber plazos razonables de negociación colectiva o tiene que haber un esquema en la negociación 
colectiva -será para incorporar- que de forma obligatoria establezca componentes de aproximación. Tiene que 
haber circunstancias que amortigúen la situación de remar el conjunto de la retroactividad, porque 
evidentemente es un elemento muy complejo que, además, termina con una situación en la que tenés derecho 
a cobrar, pero después no cobrás. En los hechos, hay un 10%, 20% o 30% de trabajadores que no cobran, lo 
que también termina deteriorando y presionando a la parte laboral en la negociación posterior. 


En la industria de la construcción, venimos de una experiencia en los últimos tres convenios colectivos, 
ajustes de octubre, en la que el convenio cierra los primeros días de noviembre, porque empezamos a 
negociar tres meses antes, sí o sí. Además, es una industria que tiene la particularidad de que las obras se 
terminan y el trabajador se va, y después ¡andá a buscar a la empresa con la que trabajaste para que te pague 
ese puchito, de uno, dos o tres meses de retroactividad! 


Pero en algún momento hay que buscar mecanismos que impliquen que haya una fase previa a que termine el 
convenio, en la que se pueda instalar una negociación, para que no tenga que ser siempre la parte laboral la 
que reme de atrás. Habría que verlo. Si bien está claro que legalmente esto está en la autonomía de las partes 
y en el Consejo Superior, que es el que tiene la gobernanza de la negociación colectiva, ahí hay un elemento 
que en general perturba la negociación y genera una presión para la parte más débil de la relación laboral. 


Está claro que nosotros no decidimos. Lo que sí podemos hacer es tratar de generar las instancias formales e 
informales. La situación del Varela amerita una citación extraordinaria de la Comisión algún día de la 
próxima semana; este es un mes medio complicado, pero tendremos que hacer el esfuerzo. También tenemos 
otros temas que no esperan las fiestas. Acá recibimos trabajadores de las avícolas con despidos y lo que han 
tenido desde que vinieron a la Comisión es más despidos que los que tenían cuando vinieron a hacer la 
denuncia. O sea que estamos ante circunstancias que, por más que es un tiempo muy particular, es de 
responsabilidad, por lo menos, tratar de atender y canalizar, y, en todo caso, servir por lo menos para elevar la 
denuncia respectiva. Y en ese plano hacemos el compromiso. 


Quedaremos vinculados a los compañeros para saber qué sale de la reunión del Ministerio de esta tarde. Ojalá 
se pueda rever una posición tan rígida como la de no aceptar otra alternativa que no sea la del despido para el 


caso del Mistral. Quedamos comprometidos a convocar al Varela en el correr de la próxima semana para ver 
en qué podemos ayudar como Comisión. Nos vamos a poner en contacto con el Ministerio de Trabajo para 
estar en sintonía, a los efectos de evitar un colapso: la pérdida de cuatrocientos puestos de trabajo, sin duda, 
sería un impacto demasiado duro para toda la rama de actividad. 


En todo caso, compartimos las preocupaciones. Esperamos que rápidamente se puedan alcanzar acuerdos en 
la negociación colectiva, pero es obvio que no es natural que tenga siete u ocho meses de atraso una ronda de 
negociación colectiva. Ello genera una lógica extremadamente complicada, en particular, para la parte 
salarial, que es la que ve postergada su incremento. Ahí tenemos una dificultad importante. Si no estoy mal 
rumbeado, es casi un 30% de los grupos que no han llegado a acuerdos; cifra relativamente alta para lo que 
son los niveles de acuerdo en rondas anteriores, siendo que no más de un 30% de los trabajadores de la 
actividad privada son los que vencieron convenios el año pasado; un porcentaje más alto vence convenio este 
año, y creo que es objetivo de todos llegar a niveles de acuerdo del nivel que tuvimos en rondas anteriores. 


Al respecto, tengo una opinión que he colocado en todas partes, y es que las orientaciones salariales para 
estas rondas han sido una dificultad enorme para pensar en negociación colectiva. Lo he planteado desde el 
primer día que conocí las orientaciones salariales y me he generado unos cuantos dolores de cabeza por esa 
opinión; pero creo que, sobre todo para este año, son más complicadas que las anteriores, dado el desarrollo 
que ha tenido la inflación. Pero también como Comisión está bueno, que si bien no somos protagonistas de la 
negociación colectiva, podamos ayudar a acercar instancias de negociación. 


Entonces, quedamos con la disposición de hacer un seguimiento del tema del Mistral, de reconvocar para la 
próxima semana -capaz que el mismo día- tanto a autoridades del colegio Varela como a sus trabajadores y, 
seguramente, tendremos otra cantidad de temas para tratar y ver cómo podemos ayudar a encontrar márgenes 
de acuerdo que, en definitiva, es lo que hay que tratar de que prospere. 


SEÑOR SOMMARUGA (Sergio).- El despido en el Colegio Gabriela Mistral tuvo un carácter 
arbitrario y compulsivo. No voy a reiterar lo que ya dijeron los compañeros, pero este conflicto es 
significativo porque la persona tiene un botija a cargo, es jefa de hogar, tiene diecisiete años de trabajo. 
Se la está excluyendo socialmente; hay una irresponsabilidad del consejo de administración, una 
irresponsabilidad social. 


Sería interesante trasladar la normativa de la OIT a la legislación nacional para achicar la asimetría de 
derecho que existe entre la parte empleadora y trabajadora. Nosotros planteamos, en el marco de la sexta 
ronda del Consejo de Salarios, que se establezca una cláusula para prevenir situaciones de conflicto por 
despidos arbitrarios. Dejamos claramente sentado que no defendemos a trabajadores que tengan lo que se 
llama -y está aprobado- notoria mala conducta; no defendemos a alguien que robe o le pegue a un botija. 
Planteamos que cuando haya una situación de despido, que no sea por notoria mala conducta, haya un 
preaviso de treinta días para instalar las instancias de negociación que ayuden a prevenir el conflicto y a 
solucionar el problema. Las cámaras rechazaron de plano esa cláusula que contribuye a solucionar conflictos. 
Es, si se quiere, una cláusula de paz. La rechazaron, pero después piden una cláusula de paz para que no nos 
movilicemos por reclamos salariales. En esto hay una contradicción. 


Con respecto al colegio José Pedro Varela, si tenemos que remar con brazos atados, lo hacemos, pero la 
solución dependerá del compromiso que tenga la parte empresarial. Se hablan loas de la enseñanza privada. 
Parece que la enseñanza privada es la última puerta del pasillo para salvar la situación educativa de la 
República, ante la crisis espantosa de la enseñanza pública. La gestión es como la frutilla de la torta; el 
privado sabe gestionar. Pero el colegio José Pedro Varela es la demostración palmaria de que esa regla no se 
cumple o, por lo menos, hay que problematizar ese concepto que asume a priori en el discurso. 


Vamos a tratar de hacer lo posible por salvar las cuatrocientos cincuenta fuentes de trabajo. Es claro que esta 
institución, de las no católicas, es la segunda más grande del país. Allí están comprometidos más de mil 
chiquilines y sus familias. Hay gente que ya pagó la cuota por adelantado. Además, los estudiantes tienen 
derechos. Si la institución cierra ¿qué pasa con los exámenes de febrero? ¿Dónde los van a dar? ¿Con qué 
garantías pedagógicas? Es decir que hay un cúmulo de problemáticas vinculadas con un eventual cierre. 


Si llegara a darse el caso -vamos a hacer todo lo posible para que no se dé-, tenemos serias dudas de que haya 
de dónde cobrar los créditos laborales. Insistimos en la importancia de una ley de insolvencia que, llegado el 


caso, garantice que estén los créditos laborales. De lo contrario ¿quién les va a pagar a estos cuatrocientos 
cincuenta trabajadores? Por lo que sabemos, buena parte de la infraestructura está hipotecada. En esto hay un 
tema de legislación que nos parece bien interesante explicitar. 


Con respecto a las preguntas del señor diputado Puig, no tenemos conocimiento de que haya una 
contrapropuesta de rebaja de la cuota como contrapartida a la propuesta que realizó el consejo de 
administración del José Pedro Varela, consistente en un descuento del 30% de la masa salarial de los 
trabajadores. Lo que nos preocupa más -según la información que tenemos- es que no solo habría una pérdida 
salarial del 30% para los trabajadores con el fin de mantener la institución, sino que se están planteando otras 
variables. Una de ellas es que se mantenga la matrícula, cosa que es difícil porque ahora hay miedo; la gente 
está sacando a los botijas de allí. Entonces, la matrícula va a retraerse. La otra variable es la aparición de un 
inversor privado. No solo alcanzaría con que los trabajadores dijéramos: “Vamos a ver cómo discutimos 
hacer una concesión salarial, en calidad de préstamo”, sino que habría otras variables que complejizarían el 
problema. Nos avisan el 30 de diciembre; no da tiempo ni para respirar. 


También nos preocupa la situación del colegio Gabriela Mistral porque en este contexto uno tiene sospechas 
por la pasividad de las cámaras. Aidep -Asociación de Institutos de Enseñanza Privada- nuclea al colegio 
Gabriela Mistral. En más de una ocasión, nosotros hablamos por este tema con sus autoridades, con su 
representante legal, y sabemos que no hubo acciones orientadas a solucionar el conflicto a través del diálogo. 
En un esquema que avizoramos de intensificación de la conflictividad, no sabemos si el problema del colegio 
Gabriela Mistral no es una especie de prefiguración de lo que se viene como política patronal en cuanto a la 
relación con el sindicato, que es imponer condiciones y no negociar. 


La salida a este conflicto establece un escenario de negociación hacia adelante con relación a un aumento de 
la conflictividad. Ojalá que no pase. Como decía Gramsci, tenemos el optimismo de la voluntad, pero el 
pesimismo de la inteligencia. Si hoy no sale bien la jugada en la Dinatra ¿qué hacemos? Ese es el dilema que 
tenemos los trabajadores. ¿Dejamos a la compañera tirada? ¿Le hacemos una colecta para que sobreviva un 
par de meses? Si tomamos medidas y volvemos a ocupar en febrero, le sacan la habilitación al colegio. Esto 
está claro; repartí la resolución. 


La intransigencia del consejo es tal que nos pone entre la espada y la pared, en una situación absolutamente 
irracional. Es como pegarnos un tiro en la pierna. Ocupamos porque queremos restituir a la compañera, pero 
si lo hacemos, toda la gurisada que está anotada pierde el período de exámenes de febrero y el colegio pierde 
la habilitación. Entonces, es como una locura; es una actitud de muyahidín: va con la bomba atada al cuerpo 
y no le importa nada. 


Conocemos los alcances y los límites de esta Comisión. Queremos dejar sentada esta preocupación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está claro que nuestro esfuerzo se realiza para que no se llegue a ese límite. 
Sabemos que estamos transitando por situaciones extremadamente complejas. Tratamos de construir 
puentes. 


No podemos anticipar el resultado de la negociación: si se distribuyen las horas que hay entre los 
trabajadores, si se genera una bolsa de trabajo sobre otro colegio mientras se cobra la matrícula. No nos 
corresponde hablar sobre la lógica de las alternativas; podemos hablar sobre experiencias de conflictos 
anteriores, pero lo primero que debe haber es un ámbito de negociación en el que todos seamos conscientes - 
no hay duda de que la Comisión, más allá de estar integrada por distintos partidos, entiende la gravedad del 
problema- de la gravedad de la situación y que esa misma gravedad la coloquen las cámaras y el colegio 
Gabriela Mistral; desde ahí, debemos trabajar con buena fe en alternativas. 


Por otra parte, tenemos una tarea pendiente con respecto a la interrupción de la relación laboral. Este año, 
tuvimos un conflicto en el gas que fue para encuadrar. Hacía dos años que el sindicato reclamaba una 
categoría para dos trabajadores. La empresa se la negaba. De común acuerdo, se decide que la Inspección 
General del Trabajo abra un expediente y laude el tema. Ambas partes admitieron que lo que laudara la 
Inspección iba a ser cosa juzgada. Después de unos meses, la Inspección lauda que efectivamente 
correspondía la categoría a estos dos trabajadores. La empresa cumple y el viernes a la mañana se las da, pero 
el viernes a la tarde los echa, sin ningún argumento. Después de un conflicto largo y complejo -cuando falta 
gas en la casa siempre es un problema-, se los reintegra. Legalmente tenía derecho a echarlos, a pesar de no 


haber tenido una sanción, una llegada tarde, una suspensión, una falta. Fue: “No tengo más ganas de 
tenerlos”. Esa lógica no tiene sentido. Tenemos que ser autocríticos y reconocer que en el terreno de la 
interrupción laboral no hemos avanzado lo que deberíamos haber avanzado. 


Estuve trabajando en la refinería de La Teja, en la que echaron a una compañera técnica prevencionista 
porque quedó embarazada. La compañera viene con el resultado del test de embarazo, solicita a la empresa 
argentina empezar a tomar la licencia y ese día la echan. El argumento fue que no daba con el perfil, porque 
el embarazo no estaba entre las características del perfil que buscaban. También se la reintegró, pero porque 
hubo un conflicto. Si no hubiera habido correlación para reintegrar, no era ilegal echarla. 


Es hora de que en este caso, aparte del asunto puntual, tengamos el compromiso de avanzar en el tema de 
fondo. Sabemos que genera una resistencia de la misma profundidad que la que generaron las leyes de 
negociación colectiva y de libertades sindicales. No tiene razón que no avancemos en esa dirección. Es un 
tema pendiente. 


Agradecemos a la delegación que hoy nos visitó y quedamos a su disposición. Veremos qué surge hoy de la 
reunión en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Ojalá sea un resultado positivo. De lo contrario, 
trataremos de fijar una sesión extraordinaria por este tema, el del colegio José Pedro Varela y por otros que 
están pendientes, para trabajar con la mayor sincronización posible. 


No habiendo más asuntos, se levanta la reunión 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


